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GESTIÓN DE INTERESES
Programa y metodología de la mesa de diálogo
En el marco de la iniciativa Dialogando BA, el lunes 26 de junio de 2017 en la sede del gobierno porteño se realizó la mesa de diálogo “Gestión de Intereses”. Se trató del primer encuentro organizado por la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos del Ministerio de Gobierno del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) en el marco de la temática “Conflicto y Gestión de Intereses”. Participaron en ella más de 40 invitados. Entre los presentes se encontraban miembros del GCBA de la provincia de Buenos Aires y nacional, así como integrantes de la Legislatura porteña, de organizaciones de la sociedad civil, de la academia y del sector privado. 
El subsecretario de Reforma Política y Asuntos Legislativos de la Ciudad, Hernán Charosky, dio inicio al evento. Expusieron en él cinco personalidades destacadas de diferentes ámbitos. El primero fue el investigador de CIPOL Marcos Novaro, que hizo hincapié en el rol de las autoridades que “han sido electas para tener una iniciativa en este terreno”. En ese contexto, expreso que la regulación no debe “generar expectativas que no puedan cumplirse”. Según él, eso implicaría “mantener ciertas regulaciones y prohibiciones, pero también legitimar y transparentar mecanismos que van a funcionar de todos modos”.
Luego fue el turno de Matías Szapiro, Vicepresidente del Consejo Profesional de Relaciones Públicas. Su exposición puso sobre la mesa la “mala prensa” que tiene la gestión de intereses, ponderando positivamente la intención del GCBA de “poner el tema sobre la mesa un tema que está presente en todos los ámbitos de nuestra vida”. Dicho esto, opinó que la regulación “no debe ser excesiva, porque eso genera una búsqueda de mecanismos alternativos para saltearlas", pero “debe contemplar todos los ámbitos donde se puede ejercer la gestión de intereses, inclusive los informales”. 


En tercer lugar expuso Noel Alonso Murray, Directora General de Fundación Directorio Legislativo. Proveniente de la sociedad civil, sostuvo que las organizaciones de ese sector “también son gestoras de intereses”. Particularmente, Directorio Legislativo “está trabajando en este tema”, por lo que Alonso Murray expresó algunas opiniones específicas: según ella, “la definición de gestión de intereses del proyecto debe ser muy clara”, “un registro de audiencias actualizado ayuda a la igualdad de trato entre las partes” y “tiene que haber sanciones contundentes para los funcionarios que no las publiquen”. 
La Legisladora de ECO Natalia Fidel fue la siguiente oradora. Comenzó su alocución “celebrando” la existencia de Dialogando BA, donde – según sostuvo - “se gestionan cosas importantes”. En cuanto a la definición del concepto, para Fidel “es importante diferenciar el lobby, que es remunerado, de la gestión de intereses, que es más general". Por otro lado, la Legisladora volvió sobre la cuestión de la “mala prensa”, al proponer un “cambio cultural: la gestión de intereses en Argentina está mal vista, como si solo fuera propia de tabacaleras y farmacéuticas”. Finalmente, hizo hincapié en la importancia de que la autoridad de aplicación de la norma en cada poder incluya una “defensoría de voces”.
Finalmente, llegó el turno de Clodomiro Risau, Legislador del PRO. Desde un punto de vista ligado a lo legal, sostuvo que “la gestión de intereses tiene una raigambre constitucional", puesto que “Dentro de la constitución están el derecho a peticionar y el derecho a asociarse”. En este sentido, argumentó que es necesario regularla porque “no se puede tapar el sol con las manos: las autoridades necesitan recibir información de las partes para tomar decisiones” y “la sociedad está exigiendo a los gobernantes transparencia, quiere controlarlos y ver cómo y por qué toman las decisiones”. Por lo tanto, “conviene quitar la opacidad y establecer un marco legal que haga transparente la gestión de intereses”.
El evento tuvo por objeto impulsar un debate participativo sobre la regulación que debería tener la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de gestión de intereses. Entre otros temas, se trataron específicamente la definición del concepto, los sujetos activos y pasivos que deberían estar comprendidos en la norma, los registros de gestores y audiencias, la igualdad de trato, la autoridad de aplicación, la prevención de la influencia indebida y las sanciones. 
Para dar comienzo a las mesas de trabajo, se propuso un cuestionario a modo de disparador sobre los mencionados ejes. Las conclusiones de cada grupo de trabajo fueron compartidas a través de voceros que expusieron los principales consensos de su mesa de trabajo. Luego, fueron recopiladas en la síntesis que se presenta a continuación.
Composición de las mesas de trabajo
Las mesas de trabajo estuvieron compuestas de manera heterogénea con representantes de los diversos ámbitos a fin de nutrir el debate y la puesta en común. Fueron las siguientes: 


Mesa 1

Moderador: Matías Tarillo - Asesor de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Tomador de notas: Pablo Hunger – Dirección General de Reforma Política.
Integrantes:
· Karina Pascale – Ministerio de Hacienda.
· Lorena Schejtman – Ministerio de Desarrollo Urbano.
· Mercedes Jones – Foro del Sector Social/Cambio Democrático.
· Eduardo Mastrostefano – Secretario Parlamentario del Legislador Marcelo Guouman.
· Lucía He – ACIJ.

Mesa 2

Moderadora: Virginia Uranga – Dirección General de Seguimiento de Organismos de Control y Acceso a la Información
Tomador de notas: Nicolás Morales - Dirección General de Seguimiento de Organismos de Control y Acceso a la Información
Integrantes:
· Rodrigo Benítez – UPE Puertos
· Marcos Mendiguren – Consultor independiente
· Paula Colombo – Ministerio de Educación de la Ciudad
· María Gracia Andía – Asesora de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Legislatura de la Ciudad
· Lautaro Mazzeo – Gerente de Asuntos Públicos en Llorente & Cuenca
· Bárbara Schreiber - Jefa de Gabinete de la Secretaría de Asuntos Políticos e Institucionales del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda de la Nación. 
· Agustín Menéndez – Asesor de la Legislatura de la Ciudad. 






Mesa 3

Moderadora: Sofía Del Carril – Asesora de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Tomador de notas: Martín Pérez - Dirección General de Asuntos Legislativos.
Integrantes:
· Diego De Francesco – ADC.
· Victoria Matamoro – Cambio Democrático.
· Soledad Segovia – ADC.
· Javier Cubillas – Asesor y Maestrando en la Universidad Austral.
· Ivanna Traini – Ministerio de Hacienda.
· Elsa Llenderrozas – Directora de la Lic. en Ciencia Política (UBA). 

Mesa 4

Moderadora: Marina Lacalle - Asesora de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Tomador de notas: Hernán Camps - Dirección General de Reforma Política.
Integrantes:
· Cristian Ruffa – Grupo PSA
· Felipe Pérez Ponisio – Asesor del Legislador Juan Pablo Arenaza
· Ana Laura Pitiot – Registro Civil
· Noel Alonso Murray -  Directora General de Fundación Directorio Legislativo
· Victoria Watson – Dirección General Técnica, Administrativa y Legal del Ministerio de Gobierno
· Constanza Parola - Dirección General Técnica, Administrativa y Legal del Ministerio de Gobierno






Mesa 5

Moderadora: Victoria Roldan Méndez – Legisladora. 
Tomador de notas: Marcos Bustillo – Dirección General de Asuntos Legislativos.
Integrantes:
· Lucia Terzano – Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Marianela Schkolnik - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Sabrina Cejas - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Josefina de Urquiza - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Marie Louise – Presidenta de Fundación Americana para la Educación.
· Dora Moneta - Fundación Americana para la Educación.
· Sol Diaz Ortíz – DGSOCAI.
· Alejandro Stivaletar – Asesor en la Legislatura Porteña.
Preguntas y conclusiones de los grupos de trabajo
1. La ONG Transparencia Internacional define gestión de intereses como: “Toda comunicación directa e indirecta con responsables políticos o representantes públicos con el objetivo de influenciar la toma de decisiones públicas, por parte de o en nombre de un grupo organizado” (Transparencia Internacional, 2014). Esta definición ¿es suficiente, es muy amplia o bien es necesario ampliarla en la norma?

	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	La definición no deja claro qué significa comunicación “directa o indirecta” y es demasiado amplia como para hacerla operativa y generar registros y reglamentos. En este sentido, se conversó sobre la existencia de un trade-off  entre la amplitud y la operatividad de la definición. Es importante encontrar un equilibrio que permita implementar la norma y que no sea excesivamente reglamentarista pero que, a la vez, no deje afuera situaciones relevantes para su propio objeto.

	GT2
	Si el concepto se regula debe ser preciso y lo más amplio posible para legitimar los derechos que acarrea. Se deben poder gestionar intereses tanto individuales como grupales y tanto de lucro como no. 

	
	

	GT3
	Se pueden dar gestiones remuneradas o no. Existen posibilidades de informalidad. Es necesario pensar cómo canalizar toda la información y cuál es el criterio para que se considere una reunión como gestión de intereses y para que, por lo tanto, deba quedar registrada. En ese sentido, el objetivo de la regulación debe ser concreto. Para refinar la definición es necesario pensar hasta dónde llega el concepto de “influencia” y cómo se puede medirlo. En términos operativos, es necesario pensar si se debe o no (y cómo) exponer la información privada y cómo diferenciar el interés público del privado (y si ambos deben ser expuestos).

	GT4
	La definición del proyecto de Natalia Fidel es más específica y por lo tanto más operativa.

	GT5
	Al considerar una definición de gestión de intereses como una instancia de “comunicación indirecta o indirecta (…) con el objetivo de influenciar en la toma de decisiones (…)” deja de lado la posibilidad de que la gestión sea con el objetivo de introducir una temática o brindar asistencia técnica. Dentro de la definición de gestión de intereses hay que incluir la instancia de información, de acercamiento o participación, más que de influencia, participar de una decisión (antes que influenciarla). No sólo se gestiona para influenciar la decisión. La palabra “influenciar” puede generar una connotación negativa a la definición.



2. ¿Qué sujetos deben estar comprendidos en la norma como potenciales gestores y receptores de gestión de intereses?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Entre los gestores deben estar comprendidos los representantes de colectivos (Cámaras, Asociaciones, Sindicatos) y las ONGs, además de las personas. Se dio una discusión interesante sobre la conveniencia o no de diferenciar entre las asociaciones con y sin fines de lucro que oficien como gestoras de intereses. Quienes sostienen que es necesario argumentan que funcionaría como un paliativo para la natural disparidad de recursos entre unas y otras. En cambio, quienes se manifiestan en contra sostienen que sería un prejuicio y que ambos intereses tienen el mismo rango y, por lo tanto, acarrean los mismos derechos. Además, se basan también en la idea de que existen empresas con intereses económicos que fundan ONGs para llevarlos adelante, de modo que diferenciar unas de otras sería irrelevante.

	GT2
	Un potencial gestor es toda persona física o jurídica que peticione con el objetivo de influenciar la toma de decisiones públicas. En tanto, los receptores deberían ser los funcionarios (o sus asesores bajo la responsabilidad del funcionario). 

	GT3
	Entre los gestores, deben contemplarse las personas jurídicas y físicas (tanto a título personal como actuando en nombre de una jurídica). Además, pueden contemplarse los funcionarios pensando en la idea de una “gestión de intereses inversa”. Como receptores deberían incluirse los integrantes del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo y de la parte administrativa del Poder Judicial.

	GT4
	Los potenciales gestores son infinitos. Los receptores están claros: funcionarios públicos que tomen decisiones. 

	GT5
	¿Cómo incluir aquellas instancias protagonizadas por funcionarios que no tienen rango suficiente para tomar decisiones, pero en la práctica tiene gran influencia en las instancias de decisión? Es difícil obligar a quienes no son tomadores de decisión a rendir cuentas sobre las reuniones o audiencias que mantienen con representantes de grupos de interés.
La definición debe ser amplia y específica en los actores que menciona como receptores. Al ser tan abarcativos, podemos llegar a ser contraproducentes. Las autoridades de Empresas del Estado deben caer en esta precisión de la definición.  
Sería conveniente incluir una definición que llegue desde el Jefe de Gobierno hasta los Directores Generales de cada dependencia del Poder Ejecutivo, y su equivalente en las Empresas del Estado. En el ámbito del Poder Legislativo, podría focalizarse la regulación sobre el funcionamiento del Despacho de los Diputados y sobre la casa administrativa, distinguiendo ambas instancias. En este caso se vuelve más difusa la posibilidad de registrar las reuniones, por la existencia misma de los asesores y su dinámica por fuera del ámbito de la legislatura. 
Otra definición importante para establecer es la de “potenciales gestores de intereses”. Organizaciones formales o informales de la sociedad civil, actores relevantes sobre alguna temática específica, cualquier vecino. El peso que representa una organización formalizada no es la misma que la de un vecino como particular. Una organización formal podría representar una historia, una legitimidad para lo que el gestor solicita al receptor. Por otro lado, en la particularidad hay intereses que pueden pasar más por alto los intereses de problemáticas particulares de los vecinos, siendo invisibilizados. 
Dado que representan prácticas de gestión de intereses diferentes, tanto en el Poder Ejecutivo, como en el Poder Legislativo, una ley debe contemplar las diferencias que existen entre los potenciales gestores y los receptores en la gestión de intereses.



3. ¿Debe incluirse en la norma un registro de gestores? Si es así, ¿qué datos debe contener? ¿Debe ser público? ¿Cuál sería su función? ¿Qué resultados deberían esperarse de un registro?          
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Hubo dos opiniones diferentes al respecto. Un grupo sostuvo que no es conveniente incluir en la ley desde el comienzo un registro de gestores de intereses porque eso conspiraría contra la implementación de la norma. El otro, en cambio, argumentó que no incluirlo agregaría opacidad al registro de audiencias, que diría quién solicitó la reunión pero no en nombre de qué intereses (aunque se agreguen los temas de la charla). Además, sostuvieron que el registro incentiva la profesionalización de la actividad en el largo plazo.

	GT2
	No debe haber registro de gestores en función de evitar cargas burocráticas. Además, los gestores pueden ser ocasionales y no habituales, lo cual los eximiría de estar en un registro como ese.

	GT3
	Solo deberían registrarse los profesionales, y habría que pensar si es obligatorio o no.

	GT4
	No debe haber registro de gestores porque si es difícil circunscribir quiénes son, aun más complejo es inscribirlos. 

	GT5
	La existencia de un Registro de Gestores garantiza al ciudadano la posibilidad de que las conversaciones entre funcionarios y la sociedad civil se hagan por medio de representantes legítimos. Se reconoce que existe la posibilidad de que la práctica de la gestión de intereses puede continuar de manera paralela, ignorando la Ley de Ética Pública.



4. ¿Debe incluirse en la norma un registro de audiencias? Si es así, ¿qué datos debe contener? ¿Debe ser público? ¿Cuál es la mejor forma de mantenerlo actualizado?           
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Sí, es necesario incluirlo. Para que sea efectiva su implementación, debe capacitarse a los funcionarios involucrados. Además, es necesario utilizar tecnología para facilitar la carga de datos.

	GT2
	Sí, y debe ser público. La mejor manera de actualizarlo sería poniendo plazos de carga a los funcionarios y ejerciendo un control por parte de la autoridad de aplicación. Los datos deben ser los incluidos en el art. 8 del proyecto del Poder Ejecutivo Nacional. 

	GT3
	Sí, debería ser obligatorio para todas las reuniones, sea quien sea el que se acerca a gestionar el interés. Es importante saber el objeto. Debe ser responsabilidad del funcionario llevarlo a cabo. Además, debe ser público y actualizarse una vez por semana para estar al día.

	GT4
	El registro de audiencia es importante para la transparencia y debe ser lo más ecuánime posible para todos los actores.

	GT5
	Mismo criterio que para el registro de gestores. Los datos contenidos en ambos registros deben ser precisos, aunque conciso, en cuanto al objeto que convoca a la audiencia y sus participantes. En este sentido pueden aplicarse criterios similares a los contemplados en la Ley 104, en su última modificación. Cargar de datos los registros puede provocar una burocratización del proceso y dificultades para su publicación, actualización y archivo.



5. ¿Cuál es la mejor forma de llevar a la práctica el concepto de “igualdad de trato entre partes interesadas en la misma temática”?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	La mejor manera es el control social. Si se ven en el registro de audiencias, por ejemplo, treinta reuniones con una parte que tiene un interés determinado y ninguna con aquella que defiende el interés contrario, la sociedad podrá juzgar eso. Es la misma transparencia la que aplica ese concepto. No puede ser obligatorio para un funcionario reunirse con “las dos partes” de una situación, en primer lugar porque él/ella tiene el derecho de negar una reunión y en segundo término porque en general es complejo identificar partes opuestas.

	GT2
	Las cuestiones relacionadas deberían organizarse a través de una autoridad de aplicación.

	GT3
	La publicidad de agendas y audiencias es justamente una herramienta de igualación por el control social que genera. Además, hay que buscar una instancia en la que todas las partes puedan hacer llegar su comunicación, aun cuando no fueran atendidas personalmente por el funcionario.

	GT4
	No hay un consenso sobre la mejor manera de llevar esto a la práctica. 

	GT5
	La igualdad de trato puede solucionarse garantizando la publicación de los registros, y su constante actualización y su archivo. De esta manera se observa una posible trazabilidad en los procesos de toma de decisiones. Ningún actor se encontraría en condiciones de omitir información, salvo que se aplique el régimen de excepciones que estipula la Ley 104. Desde este punto de vista, se puede contemplar que el resultado/conclusiones de las reuniones puede/debe ser publicado para ser publicado dependiendo el caso.



6. Para garantizar la efectiva implementación de la norma ¿debe haber una autoridad de aplicación? ¿Qué características y funciones debe tener esta autoridad? ¿Cuáles serían los beneficios de designar como autoridad de aplicación a otro ente ya existente que trabaje temas relacionados? ¿Cuáles serían las desventajas?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	La autoridad de aplicación debe ser un ente ya existente que tenga funciones similares. Es importante no crear nueva estructura, sino fortalecer lo existente y generar conexiones entre las reparticiones que tocan temas similares. La autoridad debería tener a su cargo la sistematización de información procedente de los registros (particularmente del de audiencias) para generar algún tipo de informe periódico.

	GT2
	Debe haber una sola autoridad de aplicación que concentre la mayor cantidad posible de potestades en materia de transparencia (incluyendo las de otras leyes sobre el tema). En lo posible, debe ser una dependencia ya existente (no crear una nueva). 

	GT3
	Es importante buscar la transparencia mediante una designación concursada.

	GT4
	La autoridad de aplicación debe hacer cumplir los registros de modo similar a lo previsto en la Ley de Acceso a la Información o la Ley de Ética. 

	GT5
	Un  área relacionada con gobierno abierto podría ser una autoridad competente en la temática. Otra postura mantiene que cada Unidad Ejecutora establezca por normativa general la obligación de crear sus propios registros. Esto puede ser incompatible con la posibilidad del control en el cumplimiento de la norma. Ante esto, puede existir un organismo de aplicación difuso y otro de control concentrado.



7. ¿Qué mecanismos se pueden incluir en la norma para evitar el ejercicio de la influencia indebida?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Si bien claramente es necesario prevenir la corrupción en general, el consenso en la mesa tuvo que ver con la idea de intentar hacerlo sin penalizar el conocerse y el encontrarse porque eso reforzaría el prejuicio negativo que existe sobre la gestión de intereses y que esta norma intenta, justamente, mitigar o eliminar. Dicho esto, la propia exposición de información online (registro de audiencias o eventualmente de gestores) y la potencial inclusión de preceptos de rendición de cuentas serían medidas para evitar la influencia indebida. Además, debería revisarse el texto y la implementación de Ley de Ética, que aborda este tema.

	GT2
	Los registros tienen un límite. Se debe buscar un cambio cultural orientado al cambio de comportamientos y, por tanto, de resultados. Hay que lograr una trazabilidad. 

	GT3
	Presentación de DDJJ y restricciones al desempeño de funciones.

	GT4
	No hay consenso, depende del tipo de influencia indebida puntual. 

	GT5
	No se discutió el tema por falta de tiempo. 



8. ¿Qué tipo de sanciones debe incluirse (judiciales, administrativas, disciplinarias, etc.)? ¿Cuáles son las más efectivas? ¿A quienes se deberían imponer estas sanciones?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Resulta más deseable incentivar el cumplimiento que penar el incumplimiento, aunque esto último no puede obviarse. Dicho eso, las sanciones no deberían ser referentes a “no hacer” algo (suspensiones, etc.) sino a “hacer” (trabajo comunitario, por caso).

	GT2
	Las sanciones deben ser disciplinarias y enfocarse en los funcionarios.

	GT3
	Sanciones económicas y exposición ante la sociedad. Deben aplicarse a funcionarios públicos, y posiblemente también a gestores.

	GT4
	Comenzar en una sanción administrativa y seguir en una línea judicial de acuerdo a la infracción y al actor infractor.

	GT5
	No se discutió el tema por falta de tiempo.
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